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EXP. N." 04011-2017,P4/rC
AYACUCHO
ALEJANDRO PRADO AYALA

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

I-ima.22 dc octub¡e dc 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional inte¡puesto por don Alejandro Prado Ayala
contra la sentcncia de fojas 142, de fecha 26 de julio de 2017, expedida por 1a Sala Ci!i]
de ia Corte Superior de Justicia de Ayacucho, que declaró fundada la excepción de
incompetencia, nulo todo lo actuado y concluido el proceso.

I,-UNI)A IENTOS

En la sentencia cmitida en el Expedienle 00987-2014-PA/TC, publicada en ci diano
ofictal El Peruano cl 29 de agosto de 2014, este Tribunal establcció, e¡ el
lirndhnrenro 44. con caracler de prec(dente. que ,e er¡rJirá sentencia inlcrlo(uloria
denegakrria, dictada sin más trámite. cuando se presente alguno de los siguientes

que igualmentc cstár contenidos en el artículo ll dei Reglamcnto
del T¡ibunal Constitucional.

Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoquc.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de mane¡a desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En la sentencia emitida en el Expediente 0378,1-201 I -PA/TC. publicada el 25 de
oclubre de 2011 en el pofial $,eb imtitucional, el Tribunal Constitucional declaró
infundada la demanda de arnparo y dejó establecido en su fundamento 2 que la
jubilación constituía una de las causales de extinción del vínculo laboral conforme
lo establece el a ículo 16, literal f, del Decreto Supremo 003-97-TR.

l. El presente caso es sustancialmcnte igual al resuelto, de manera desestimatoria. en
el Expediente 03 78,1-201 1-PA/TC, debido a que la pafie demandante pretende que
se deje sin e1'ecto la Carta 178-2016-SEDA,\YACtlCllO/GG y la Resolución dc
Gerencia General 079-2016-SEDA AYACUCHO/GG. de fecha l4 de setiembre de
2016. la cual dio por extiDguido su cont.ato con la Entidad de Servicio de Agua
Potable y Alcantarillado dc Ayacucho SA por la causai de jubilación. Al respccto,
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cl rccurrente alega que el hecho de que perciba una pensión de jubilación de la AIIP
Integú no constituyc una causal para que la empresa demandada cxtinga su vínculo
laboral por jubilación, l que por ello la emplazada debe precisar si cumplió lo
dispuesto por el aÍiculo 21 del Decreto Supremo 003-97-TR.

4. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 y 3 supra, se ve fica que

el presentc rccurso de agravio ha incurido en la causal de ¡echazo p¡evista cn cl
acápite d) del furdamento 49 de la sentcncia emitida en el Expediente 00987-201,1-
PAiTC y e¡ el inciso d) del artículo 1l del Reglamento Nonnativo del Tribunal
Constitucional. Por esla razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedcntc
el rerur.o de rgravio constitLrcional.

Por estos lu¡damentos, el Tribr¡nal Constitucional, con la auto¡idad quc le
conficrc la Constitr.rción Politica del Perú, el lundamento de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la participación del magislrado Espinosa-Saldaña Banera, convocado
para dirimir la discoldia suscilada por el voto singular del magistrado Fefiero Costa.

RlsuELvE

Declara¡ IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitlrcionai

Pr¡blíquese y notiüquese

Lo qu@

c a-a
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FUNDANII'NTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

Si bicn cstoy de acuerdo con el fallo de la sentencia interlocutoria expedid¿ en autos,
discrepo de su lundamentación.

En cl acápite b) del fundamento ¿19 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-
2014 P^./'lC 

-precedente 
Vásquez Romero este Tribunal Constitr¡cioDal señaló que

debe reoh¿z¿lse el reculso dc agravio constitucional cuando la cuestión de Derecho que
conliene no sca dc cspccjal trasccndc¡cia constitr¡cional.

En este caso, la parte demandaDte solicita su reposición en el puesto de trabajo, po¡
considemi que h¡e despedida arbitraiaúente. Sin embargo, como he señalado
repetidamente en mis votos emitidos como magistrado de este Tibunal Constitucional,
considcro quc nucstra CoDstitución ¡o establece un régimen de estabilidad laboral
absoluta.

A mj cn¡cndcr, cl dcrccho al trabajo consagrado por el atículo 22 de la Constitución no
incluye Ia rcposición- Como scñalé cn el voto singular que emili en el Expediente
05057 2013 l)A/l'C, Precedente Hüatuco Huatuco, cl dcrecho al trabajo

debc sc] cnlcüdido cot\o la posibilidad cle accedet l¡brcncnte dl m¿rcado laboral o a
¿esdftalldr la d.1ii,¿ad econónica que Lno qu¡era, den¡ro de los liní¡es qre ld le!
estdble.c pot razane.t cle oftlen ?úbl¡co. Solo esla interpretació¡ es consistcnle con las
libcrl¿dcs dc co¡traración y tmbajo consagradas en el afjculo 2', incisos l4 y l5j la libcúad
dc cmprcsa cslablccidd cn cl aniculo 59"; y, Ia visión dinámica dct pro0cso cconómico
co¡r.nida en el añiculo 6l'de la Conslilución.

Así, cuando cl a ícr¡lo 27 de la Constitución de 1993 cstablece qüe "la ley otorga al
trabajador protccción adecuada contr¿ ei despido arbitrario", se reliere solo a obtener
una indemnización determinada po¡ la ley.

A mi critcr:o, cuaodo la Constitución utilizó cl adjetiyo arbitrario, englobó tanto al
despido ,rrrlo como a1 ¡njustificado de los que hablaba el Decreto Legislatrvo 728, I-cy
de Fomento del Dmpleo, de l2 de novicmbre de 1991.

SLrjelo a la librc vohrntad o al capricho antes quc ¡ la lcy o a la razón

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Ilsto cs asj porque, según el Diccionario dc la Lengua Española, arbitrdrio es:

lndcb:damente, la Lcy 2ó513 
-promulgada 

cuando ya se encontraba vigcnte la actual
(lonstitucjór1 pretendió equiparar cl despido que la Constitución denominó aúitrario
solo a lo que la vcrsión original del Decrcto Lcgislativo 728 llarnó injustlicado.
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Semejanle operación normativa implicaba añrmar quc el despido zalo no puede ser
dcscrito como "sujeb a la libre voluntad o al capricho ¿ntes que a la ley o a la razón", lo
que es evidentemente inaceptable.

Más allá de su deficiente lógica, la Ley 26513 tuvo como consecuencia resucitar la
rcposición como mcdida de protección f¡ente a un tipo de dcspido, entregándolcs a los

_jueces poder para forzar la continuidad de una relación de trabajo.

llsta nueva claslllcación que se mantiene en el Texto Único Or.lenado del Dec¡eto
Lcgislativo 728, Lcy dc P¡oductividad y Competitividad Laboral, aprobado úediante
Docreto Supremo 003-97-TR es inconstitucional.

l,arnentablcmente, estc error fue ampliado por el Tribunal Constitucional mediantc los
casos Sindicato Telcfónica (2002) y Llanos Huasco (2003), en los que dispuso que
corresponclía la reposición incluso frentc al dcspido arbitrario.

A1 ticmpo quc cxtrajo la reposición de la existe¡cia del amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió que se distinguiera eot¡c ci despido nulo, el incausado y el fraudulento. Asi,
si no convencía. al menos confundiria-

La Constitución de 1993 evitó cuidadosamente ütilizar el térmiDo "estabilidad laboral",
con el que tanto su predeoesora de 1979 como el Decreto Legislativo 2'76, de 24 de
marzo dc I984, se refe¡ian a la reposición.

Ill dereoho a la reposicirin dcl rógimen de la carreru administrativa no sobrevivtó, pues,
a la promulgación de la Constitución cl 29 de diciembre de 1993. No cambia las cosas
que hayan transcu¡rido casr veiDticinco años sin quc algunos se percaten de ello.

Por tanto, considero que el recurso de agravio constitucional debe rechazarse porque no
cs1á relacionado con el contenido consl.itLlcionalmente protegido dcl derecho invocado.

Lo que

OT

SARDÓN DE TABOADA

A mi critc¡io, la proscripción constitr¡cional de la reposición incluye, ciertamente, a los
trabajadores del Estado sujetos al Dec¡eto Legislativo 276 o a cualquier otro régrmcn
iabo¡al público.



#
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

VOTO SINGULAR DEL MAGISl'llADO I,'t RRltRO COSTA

Con Ia potestad que me otorga la Constitución, y con ei mayor respeto por la ponencia
de mi colega magislrado, emito el prescnte voto silgular, para expresar .espetuosamente
quc disie¡to del precede[te viDculdnte establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SEN'IENCIA IN IBI{I-OCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expongo:
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EL TRTBUN^L CoNSTrrucIoNAL coMo coRTE DE REVISIóN o FALLO y No DE

CASACIÓN

2. La Lev F'undamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
C-'onstitucionalcs era un órgano dc conlrol de ia Constitución. que tenía j u¡isdicción
e¡ todo el territorio 11acional para conoce¡, en rí.t de casdción, de los hobeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, 1o que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para lallar en forma definitiva sobre la causa. lls
decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrecnos re¡r¡nocido< cn l¡ Cunstilucion

l. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Caranrías
Constitr¡cionales, vigente en ese moneDto, eslableció, en sus a¡1iculos,l2 al 46, que
dicho órgano. al encontrar L¡na ¡esolucjón denegatoria quc ha violado la lcy o la ha
apiicado en fb¡ma er¡ada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
¿ramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, lucgo de
señalar la deñciencia, devolverá los actuados a la Corte Sup¡ema de Justicia de la
Rcpública (reenvio) para que emita [uevo failo siguiendo sus line¿rmientos,
procedimiento que, a lodas luccs. dilataba en exceso los procesos constitucionales
mcncionados.

4. modelo de tutela aflte amenazas y vulneración de dcrechos lue senamente
modillcado en la Constilución de 1993. En p¡imer lugar, se amplía¡ ios
mccanismos dc tutela de dos a cuatro, a sabet, habeat cotpus, a]¡jlp¿ro. hdbects ddlu
y acción de cumplimiento. En scgundo luga¡, se crea al I¡ibunal Constitucional
como órgano de control de la constituciolalidad. aun cuando la Constitución lo
califica erróneamcnte como "órgano de control de la Constitució[,,. No obstante. en

1. La Constitución de 1979 c¡eó el lribunal de Garantias Constitucionales como
instancia de casación y la Conslitución de 1993 convi ió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra histo a
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad }oc, independiente del Poder
J!¡dicial. con la tarea de ga¡antizar la supremacía cons¡itucional y la vigencia plena
dc los derechos lundame¡tales.
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materia de proccsos co¡stitucionales de la libertad, la Constitución cstablcce que el
T bunal Co¡lstitucional es i¡stancia dc ¡evisión o fallo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Polílica del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
plescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocet, en últimd !
defin¡tiva instanciat, las resoluciones denegalorias dictddat en los procesos de

habeus corpus, ctmparo, habeas data y dcció de cLtmplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela dc los de¡cchos fundamcntalcs,
exige clue el Tribunal Conslitucional escuche y evalúe los alegatos de quicn sc
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
conlravendría mandatos esenciales dc la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona hunana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
socicdad y del Estado (aÍículo 1), y "ld obseryancía del debído proceso y t tela
jurisdiccional- Ningund persond pucde sü desviadu de la iurisdicción
predeletm¡natdd prlt Li ley. ni sometido a procedimiento distinto de los previuncnte
eslableciLlos, ni j zgLlda por órganos jurísdiccionales de excepción ni ¡,,r
comisiones especioles creadas al efecto cualquiera sea su denominoción",
consagrada en el arlículo 139. inciso 3.

7. Lo conslitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
ir¡enunciable a la del¿nsa; además. un Tribunal Constitucional constituye el más
cfcctivo nedio de defensa de los de¡echos fundamentales l'¡ente a los podc¡cs
públicos y privados, lo cual evidencia el triunlb de la justicia frente a la
arhitrariedad

EL DERECH0 A sER oiDo coMo M.{NrFEsrACróN DE LA DEMoCRATTZACIóN DD Los
l'Roclrsos CoNSTITt:ctoNALEs DE LA LIBERT^D

Ii. La adminisrración dc justicia constitucional de la libedad que brinda cl 'l ribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como corresponde, del derecho dc

lry

6. Como se advicrte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cualcs cl
acceso a la úLtima instancia constilr¡cioral tiene lugar por la vía del certíorari
(Suprema Corte dc los Ilstados Unidos), en el Perú cl Pode. Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de 1a Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados proccsos de la libe ad cua¡do el agraviado no haya obtenido una
protección de s!] derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras. si io que
está en discusión cs la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe ab r la vía corespondiente para quc el Tribunal Constitucional pueda
pro¡uncia$e. Pero Ia apertura de esta vía solo se produce si se pemite al
peticionante colaborar con los jucces constitucionales medjante un ponneno¡izado
an3li.is dc lo que s( pretende. de Io quc sc inroc¡.
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de1'ensa inhere¡tc a toda persona, cuya manii¿slación pimaria es el derccho a ser
oido con lodas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

JÉtÉrmin(n {us derechos. rnlereses y obligacioncs.

9. Precisamente, ¡ni aleianliento respccto a la emisión de una resolución constitucionai
sin realizaÉe audiencia de vista está reiacionado con la def¡nsa, la cual, sólo es

cfcctiva cuando cl justiciablc y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación quc
debe regir en lodo proceso constitucional.

10. Sobre la interveDción de las partes, conesponde señalar que. en tanto que la
potestad de administmr justicia constituye una manif¡stación del poder que el
Estado ostenta sobrc las personas, su ejercicio resulta conslitucional cuando se

brinda co¡ est cto respeto de los de¡echos inhcrentes a todo ser humano, lo que
incluye el derccho a ser oido con 1as debidas garantias.

12. En ese sentido, la Cofie lnteramericana de Dcrcchos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado d tr.tttlr al indfi¡duo en todo momento como
un wrdadero sujeb del proceso, en tl mút unplio sefitiJo de e¡tr i¿ncepto, y no
simplemente como objeto del nismo"'. t que "pdru quc cxista clebiLlo proteso legal
es prec¡so que n justiciable pueda hacer t¡aler sus derechos y defender sus
inlereset en-.fótma efectivd y en condiciones de igualdad pt,ocesdl con a)tros

¡lst¡ciablcs'¿.

tnf,

I l. Cabe añadir que la pañicipaciól directa de las pafes, en delénsa de sus intereses.
quc sc concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento quc
dcmocratiza el proceso- De lo contrario, se decidiría sobre la esiéra de interés dc
una persona sin permitirle alegar lo co¡respondiente a su lavor, lo que resultaría
excluventc y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucio¡ral tiene el deber
ineludible de optimizaÍ, cn cada caso concreto, las razones, los motivos y los
a¡gumentos que jusfifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las ¡azones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resueive.

EXP. N." 04013-2017-P^/TC
AYACUCHO
ALEJANDRO PRADO AYALA

I Corte IDH. Caso Balrelo Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pálaalb 29.
: Co¡tc lDH. Caso Hiiaire, ConstantiDe y Benjamin y otros vs. Trinidad y lobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafb 146.



tg' | ilrilil lililt I
EXP. N.' 04013 2017-P^/TC
AYACUCHO
ALEJANDRO PRADO AYALA

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

N-A'¡ UR,\l-EZA PRocLSAt, DEL RECURSo DE AGltAvIo Co¡'-srITtlcloNAL

IJ. El modelo de 'instancia de 1allo" plasmado eD la Constitusión no puede ser

dcsvituado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposicioles. Dicho l ribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez quc como órgano constiluido también está somctido a la Constitució¡.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de Ia iibertad ia denominada

"senteDcia interlocuto¡ia", cl rccurso de agravio constilucional (RA.C) pierdc su

vcrdadera esencia juridica. ya que el Tribunal Constitucional no tienc comp(tencia
para "revisar" ni mucho menos "recalil-lcar" el recurso dc agravio constitucional.

15. De conformidad con los aúículos i8 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucionai no "concede" el recurso- Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. AI Tribunal lo que le conesponde es conocer del
R.AC y pronunciarse sobre el lbndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rcchazar dicho rccurso. sino por el contra o de "conocer" lo que la pane alega
como un agravio que Ie causa indefinsión.

16. Por otro lado. la "sentencia ilterlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requicrc scr aclarado, justificado y concretado en supr¡estos específicos. a saber.
identificar en qué casos sc aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
conlie e el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez quc se podria
attctar, entrc otros. cl dcrecho i'undamental de del'ersa, en su ma¡il'eslación de ser
oido con las dcbidas garantias. pues ello daría lugar a decisiones subjetirus ¡
carentes de predictibilidad, al¡ctando notablemente a los justiciablcs, quicncs
tcndrían que adivinar qué resoiverá el Tribunal Co[stituoional antes de prcsentar su
respectiva demanda-

l7. Po¡ lo dcmás, r¿¡tat¡s ñulakdis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987 2014-PA/1C repite lo señalado por el Tribunal Constilucional en otros
lailos, como en el caso Luis Sánchez I-agomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/1'C). Del mismo modo, constituye una reallrmación de la naturaieza
procesal de ios procesos constitucionales de la libertad (supleto edad, vía previa,
vias paralelas. litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de clue los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza p¡ocesal distinta a la de los procesos ordinarios no constjtuye un
molivo para que se pueda desviltuar la esencia principal del recurso de agrar io
constitucional.

ru\



;or. '

w | ru ililil utilil ilI
EXP. N.. 0401l-2017,PA/TC
AYACUCHO
ALEJANDRO PRADO AYAI-A

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

19. Po¡ tanto, si se tiene cn cuenta que lajusticia en sede constitucional representa la
última posibilidad pará proteger y rep¿rar los derechos f'undamentales de los
agraviados, voto a lávor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que garaDtiza que el Tribunal Co¡stitucional, en tanto instancia última y
deflnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

dercchos esenciales cuando no encuentran.iusticia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenla que, agotada la via colstitucional, al jusliciable
solo le qL¡eda el camiüo de la jurisdicción intemacional de protección de derechos

20. Como allrmó Raúl Ferrcro Rcbagliati, "la del'ensa del derecho de L¡¡o es. al mismo
tiempo. una dcfensa total de la Constitr¡ción, pues si toda ganDlía constitucional
enlmña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al delénde¡ su derecho
cstá defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta op¡imida o
envilecida sin la protecció11 j udicial auténtica".
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